
CAPÍTULO 1

EFICACIA, EFECTIVIDAD  
Y POLÍTICAS PÚBLICAS: UNA INTRODUCCIÓN

Para facilitar la lectura de este trabajo adelantaré aquí los conceptos más 
básicos de eficacia y efectividad con los que trabajaré y que luego iré presen-
tando en términos más complejos y adicionando algunos matices y caracterís-
ticas. Evidentemente no hay una sola versión acerca de qué es eficacia y qué 
es efectividad y muchas otras conceptualizaciones son igualmente aceptables. 
Las que aquí consideraré son, sin embargo, respaldadas por rigurosos trabajos 
académicos, consistentes entre sí y útiles para la forma en que se ha escogido 
el desarrollo de este trabajo.

Muy sucinta y superficialmente: una norma general (N) es eficaz si y solo 
si la subclase de sujetos normativos relevantes no infringen (N) en la mayoría 
de las ocasiones (Navarro, 1990: 23). Es decir, la eficacia es compatible 
con el incumplimiento esporádico de la norma (Navarro, 1990: 23). De este 
modo, utilizaré, en principio, el vocablo «eficacia» para hacer referencia a 
diferentes relaciones entre normas y conductas (Kelsen, 1982  1; Navarro, 

1  Kelsen asigna a la noción de eficacia un doble sentido; por un lado, el que se ha descripto en el 
texto y que se relaciona de manera genérica con la adecuación de las conductas de los sujetos normati-
vos a lo prescripto por las normas. El segundo sentido mencionado por Kelsen se vincula con «[…] el 
hecho de que esa norma sea aplicada por órganos jurídicos y, en especial, por los tribunales –esto es, 
que la sanción sea ordenada y cumplida en un caso concreto—» (Kelsen, 1982: 25). Se volverá sobre 
esta idea de Kelsen más adelante. Alf Ross solo asigna al concepto de eficacia un sentido similar al 
segundo sentido kelseniano: para Ross no hay una eficacia como acatamiento u obediencia y otra como 
aplicación, dado que los jueces son los únicos destinatarios de las normas jurídicas solo ellos pueden 
obedecerlas o no y lo hacen mediante la aplicación (Ross, 1970: 34 y ss.). Por su parte, Comanducci 
ha entendido que lo que aquí llamamos eficacia es solo una mirada hacia el pasado tanto para su aca-
tamiento como para su aplicación y cuando pretendemos hacer predicciones sobre el comportamiento 



20	 CAROLINA FERNÁNDEZ BLANCO

1990 y 2017; Navarro y Moreso, 1996), y emplearé el término «efectivi-
dad» para referirme a la vinculación entre la conducta prescripta por la norma 
y el resultado social obtenido  2.

El diagnóstico adelantado al inicio de la introducción sobre la importan-
cia de la eficacia para la sociedad, la economía y la vida pública en general, 
entiendo que no presentará demasiadas objeciones al menos entre quienes 
entendemos el derecho (el derecho legislado) desde una perspectiva instru-
mentalista en el que este se concibe como una serie de normas y reglas que el 
parlamento sanciona para conseguir objetivos específicos de política pública 
(van Klink, 2019: 173). En otras palabras, «(L)a legislación es simplemente 
una herramienta de regulación, es decir, una herramienta dentro del proceso 
por el que se llevan a cabo las políticas gubernamentales, en el grado y hasta el 
punto pretendidos por el gobierno» (Xanthaki, 2019: 90-91). Para que esas 
políticas gubernamentales puedan llevarse a cabo es necesario, usualmente, 
que de manera previa los comportamientos se adecúen a la norma. Por eso se 
sostiene habitualmente que el principal objetivo del derecho es guíar la con-
ducta de los sujetos.

Aquí debo hacer una aclaración relevante: en este trabajo me referiré a 
normas de una manera genérica sin distinguir, por lo general, entre enunciados 
normativos y normas. Asumo, sin embargo, en ciertas partes del trabajo, que 
no hay una única correlación posible entre disposición normativa y norma 
(Guastini, 1992: 23-25). Por lo que dos enunciados o disposiciones normati-
vas pueden enunciar la misma norma, o un mismo enunciado puede contener 
más de una norma por regular diferentes situaciones o debido a interpreta-
ciones diferentes. En todo caso, la utilización genérica de la idea de norma 
intenta facilitar la lectura y evitar discusiones que no son centrales para este 
trabajo. En ciertos casos cuando el contexto lo requiera realizaré aclaraciones 
sobre a qué me estoy refiriendo con norma.

Se partirá de la idea —ampliamente aceptada, aunque no indiscutida— de 
otorgar a las normas jurídicas el propósito general de guiar la conducta de las 
personas; pero además de ese propósito general, cada norma o grupos de nor-
mas tienen otros fines más específicos (guiar la conducta en el sentido X con 
el propósito de resolver o prevenir el problema P o incentivar la situación S).

Por ello, el tratamiento conjunto de la eficacia, la efectividad y las polí-
ticas públicas se presenta como un enfoque relevante. De acuerdo con esta 

futuro de jueces y habitantes estamos refiriéndonos a la vigencia. Así sostiene este autor que: «[…] 
cuando decimos que una norma jurídica es eficaz, estamos afirmando que ha sido aplicada o acatada en 
el pasado; cuando decimos que una norma jurídica es vigente, estamos afirmando que será aplicada o 
acatada en el futuro» (Comanducci, 2022: 221)

2  Liborio Hierro (2003) utiliza la expresión «eficacia como éxito» para referirse a lo que yo 
llamo efectividad. A pesar de llamarlo de un modo diferente el concepto general al que se alude es 
básicamente el mismo.
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visión instrumentalista acerca del derecho legislado, las normas están, al me-
nos en parte, justificadas en su emisión si alcanzan finalmente los objetivos o 
resultados esperados y contribuyen a la política pública que integran. Es decir, 
está al menos parcialmente justificada la sanción de una ley, si las normas (o la 
norma) que se interpreta que ella enuncia son eficaces y han conducido o con-
tribuido a lograr los resultados esperados. Así, el estudio de la eficacia que se 
propondrá está asociado, de manera fuerte, a la posibilidad de que la eficacia 
conduzca a la efectividad. Por ello, las versiones de eficacia que identificaré 
tienen sentido en tanto y en cuanto la realización de la conducta o su omisión 
promueven la efectiva concreción de los resultados esperados.

Entenderé, por lo tanto, a la efectividad, en términos generales, como la 
situación que se presenta cuando las normas son eficaces y conducen a los 
resultados sociales, económicos o de justicia esperados  3. Desde esta perspec-
tiva, considero que la regulación de las conductas no es generalmente un fin 
en sí mismo, sino que, habitualmente es instrumental y debería ser posible 
encontrar una respuesta a la pregunta de «por qué» o «para qué» se regula la 
conducta de esa manera  4. A veces, encontraremos fines o propósitos vincula-
dos con objetivos sociales o económicos muy concretos (se dicta la norma X 
para para promover que las vacunas lleguen a toda la población), otras veces, 
en cambio, esos fines tendrán más vinculación con valores o con razones de 
justicia (se sanciona una ley que prohíbe la discriminación o que penaliza la 
negación del holocausto judío o Shoah).

Si bien no hay una relación conceptual entre eficacia y efectividad, sí existe 
una alta convergencia entre normas eficaces y efectivas que está condicionada al 
buen diseño de la norma (principalmente a una adecuación de medios a fines). 
Es decir, en los casos en los que existen correctos diseños legislativos y un vo-
lumen adecuado de conductas conformes a la norma, estas conductas conducen 
generalmente a la producción de los resultados esperados, por lo que entenderé, 
que en la mayoría de las ocasiones la eficacia es requerida para la efectividad.

En síntesis, para finalizar este primer contacto con las nociones de eficacia 
y efectividad, entiendo que las normas no solo tienen el objetivo inmediato de 

3  Me referiré a propósitos, objetivos, fines, resultados y razones subyacentes de un modo inter-
cambiable. Si bien todas las formas de identificar estos fines son problemáticas, pues estamos atribu-
yendo características volitivas a un objeto o artefacto como la ley, es generalmente aceptada la metáfora 
de que las leyes tienen fines u objetivos (véase Martínez Zorrilla, 2010: 72). Más adelante abordaré 
la problemática de la identificación de estos propósitos o fines normativos.

4  No debe confundirse la posición asumida aquí, que entiende que las leyes tienen un fin instru-
mental, sea fáctico o basado en consideraciones de justicia, con el llamado «instrumentalismo jurídico», 
en su versión más ingenua, por el cual, diversas escuelas de pensamiento jurídico asumieron que el le-
gislador actuaba como un ingeniero social capaz de modificar siempre la sociedad en el sentido buscado 
(véase Van Aeken, 2011: 47). Esta crítica al instrumentalismo jurídico subyace también a muchos de 
los cuestionamientos que recibieron desde dentro y fuera del propio movimiento los pensadores de la 
primera época del movimiento del «Derecho y Desarrollo» (véanse, entre otros, Trubek y Galanter, 
1974 y Trubek, 2014).
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motivar conductas al que se ha volcado principalmente la atención de la teoría 
jurídica mediante el estudio de la eficacia, sino también un fin último, que 
llamaré efectividad, vinculado con alcanzar ciertos resultados (R) sociales, 
económicos o de justicia. Las políticas públicas, al componerse básicamente 
de normas jurídicas, tienen como condición necesaria (aunque no suficiente) 
para ser exitosas que el conjunto de normas y reglas que las integran sean 
efectivas y por ello generalmente de manera previa, eficaces.

El tipo de normas que aquí resultan de interés son principalmente aquellas 
que establecen obligaciones, prohibiciones, pero también las que establecen 
permisos, potestades o poderes  5, es decir, por un lado, interesan las normas 
prescriptivas y por otro lado las que, siguiendo a Shapiro, llamaré reglas an-
tidirectivas (Shapiro, 2011: 146)  6. «La referencia general a reglas jurídicas 
antidirectivas engloba a aquellas reglas que no tienen como propósito dirigir a 
los sujetos a hacer o no hacer algo, sino que, por el contrario, a través de ella se 
les hace saber que no se les requiere hacer o abstenerse de hacer una acción» 
(Shapiro, 2011: 146)   7.

1.1.  EFICACIA Y EFECTIVIDAD DE LAS NORMAS JURÍDICAS

Si pensamos en cualquier política pública implementada en nuestro en-
torno podremos advertir que algunas han sido más exitosas que otras y que 
respecto de ciertas políticas públicas podemos predicar fracasos rotundos. Esa 
diversidad de resultados puede obedecer principalmente a dos cuestiones: a 
problemas en la eficacia o a problemas en la efectividad de las normas jurídi-
cas que integran la política pública. También la eficiencia y los efectos no bus-
cados de las normas o leyes pueden tener alguna incidencia en los resultados, 
pero suelen tener un impacto menor (sobre estos dos temas, véase capítulo 7).

Presentaré a continuación, con algo más de profundidad, qué entiendo por 
«eficacia» y «efectividad». Seguiré el lenguaje más utilizado por los teóricos 
del derecho de habla castellana y daré inicialmente el siguiente uso a los vo-
cablos en cuestión  8:

5  Las normas que confieren potestades y poderes, así como las normas de competencia son con-
sideradas por algunos autores como normas que confieren permisos, pero muchos otros también entien-
den que no pueden asimilarse y que deben ser considerarse como de distinta naturaleza. Para una visión 
completa de este debate, véase Ferrer Beltrán, 2000.

6  El uso del neologismo «antidirectivas» se puede justificar pues cumple una función de síntesis 
evitando la tediosa lectura de un listado amplio de tipos de reglas, como «reglas que confieren permi-
sos», «derechos», «potestades», «facultades», etcétera.

7  No me ocuparé en este trabajo de la eficacia de otro tipo de normas, pero hay interesantes enfo-
ques sobre el tema como el trabajo de Lojo (2023) sobre eficacia de las normas constitutivas.

8  Es necesario aclarar que sigo aquí el lenguaje más difundido por los teóricos del derecho de 
habla castellana ya que en italiano, por ejemplo, los términos eficacia y efectividad se utilizan habitual-
mente en modo inverso al que se hace aquí. Asimismo, desde la sociología del derecho se atribuye a la 
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a)  Eficacia: Una norma general (N) es eficaz si y solo si la subclase de 
sujetos normativos relevantes no infringen (N) en la mayoría de las ocasiones 
(Navarro, 1990: 23). Es decir, la eficacia es compatible con el incumplimien-
to esporádico de la norma (Navarro, 1990: 23). La eficacia, en un primer 
sentido y el más difundido se refiere a una relación entre normas y conductas.

b)  Efectividad: En términos generales (hay algunas excepciones), una 
norma (N) es efectiva cuando la conducta que ella obliga, prohíbe o autoriza 
(C) es realizada por los sujetos y conduce al resultado social o económico 
inmediato y/o mediato que se espera con su sanción (R). Es decir, la efecti-
vidad de las normas jurídicas «consiste en que sirvan instrumentalmente para 
alcanzar el estado de cosas que el edictor de la norma se propone» (Hierro, 
2003: 160).

La efectividad contempla resultados inmediatos y/o mediatos, estos re-
sultados buscados pueden variar con el tiempo: no son solo aquellos que el 
legislador asignó originalmente a la norma o al conjunto de normas (si es que 
esto pudiera atribuirse de algún modo al legislador), sino que diversas inter-
pretaciones pueden asignar a esa norma o conjunto de normas un resultado 
social o económicamente valioso de manera sucesiva o simultánea con aquel 
que es plausible de ser atribuido a la actividad legislativa.

Para entender mejor qué tipo de resultados son los que aquí interesan se 
podría adelantar que son el tipo de fines o propósitos frecuentemente indivi-
dualizados al realizarse un análisis de razonabilidad o proporcionalidad de las 
normas. Por ejemplo, si N1 dispone que las listas electorales deberán integrar-
se a partir de ahora con un 30 por 100 de mujeres podemos asumir que R1 es 
«revertir un largo historial de discriminación de las mujeres en la actividad 
política» y R2 «incentivar a las mujeres a presentarse a cargos electorales». 
Probablemente podamos también encontrar en R3 un fin temporalmente más 
inmediato, por ejemplo, «que en la próxima renovación del parlamento se 
incremente en un porcentaje X la presencia de mujeres elegidas». Todos estos 
resultados (R1, R2, R3, RN) se diferencian de las conductas prescriptas y, 
en una situación de correcto diseño normativo existe entre C1 y R1, RN una 
relación de medios a fines.

Para los sujetos normativos, R1 (R2, RN) son propósitos o finalidades que 
podrían resultarles distantes en términos temporales, afectivos o de motiva-
ción, incluso es posible que los desconozcan. Para lo que resulta relevante en 
este capítulo podemos asumir que es posible que S1 actúe de acuerdo a N1 
realizando la conducta C1 y sin embargo, R1 le resulte repudiable, indiferen-
te, solo mínimamente importante o incluso desconocido (el presidente de un 

«efectividad» de una norma lo que aquí refiero como «eficacia» (Jeammaud ,1984: 6), mientras que la 
«eficacia» es entendida como «el logro efectivo de los resultados buscados por quienes las legislaron» 
(Jeammaud, 1984: 6 y en igual sentido García Villegas, 1993: 99).
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partido político podría cumplir con integrar las listas con un 30 por 100 de 
mujeres y lo hace en cumplimiento de N1 pero en realidad, que se revierta un 
largo historial de discriminaciones le resulta indiferente o incluso le resulta 
repudiable). El ámbito de los sujetos normativos es típicamente la eficacia 
mientras que el ámbito de los legisladores es tanto la eficacia como la efectivi-
dad. Por su parte, los jueces parecen revisar en muy pocas ocasiones la efica-
cia para evaluar la constitucionalidad de una ley, pero sí revisan, en ocasiones, 
al realizar los análisis de razonabilidad o proporcionalidad, que las normas 
conduzcan a los resultados esperados, y en ese análisis abordan parcialmente 
la cuestión de la efectividad.

Lo anterior no excluye, lógicamente, que los sujetos puedan tener con-
ciencia de cuáles son los objetivos de política pública buscados por el legisla-
dor y que cumplan con las normas (a pesar de que el cumplimiento pudiera ser 
costoso o inconveniente para ellos) para apoyar el objetivo de política pública 
buscado. Separamos los residuos y esto tiene un coste en varios sentidos: per-
demos tiempo y espacio en nuestras viviendas, debemos dirigirnos a los conte-
nedores especiales, pensar en ciertos casos dónde arrojar determinado envase, 
etcétera. Por otra parte, es altamente improbable, en muchas partes del mundo, 
que seamos sancionados por no reciclar residuos, por lo que el cumplimiento 
de la norma no se vincula en este caso con la eficacia como aplicación (véase 
capítulo 4); si nos tomamos todas las molestias para separar residuos es por-
que (entre otras posibilidades que han descripto los autores, véase 2.3) enten-
demos que hay mejoras necesarias para con el medio ambiente y que parte de 
estas mejoras se logrará separando los residuos. En otra parte he apoyado la 
idea de que los objetivos de las leyes (R1, R2, R3, etcétera) deberían hacerse 
lo más transparente posibles a los sujetos pues esto contribuiría a la eficacia 
normativa  9.

Para ciertas normas la eficacia y la efectividad se producen de manera 
sincrónica, pues el resultado se alcanza con la mera realización de la conduc-
ta ordenada o la omisión de la conducta prohibida. Se trata de normas que 
prescriben conductas que pueden concebirse como fines en sí mismas o cuya 
producción genera de forma inmediata el estado de cosas buscado; por contra-
posición a la mayoría de las normas que integran políticas públicas, que tienen 
propósitos que se realizan de forma diacrónica. En el caso de la prohibición 
de homicidio, por ejemplo, el cumplimiento de la norma que prohíbe matar 
podría verse como el resultado exitoso de ambos tramos (eficacia y efectivi-
dad), pues al menos el resultado esperado más directo (no quitar la vida a otra 
persona), se cumple con la sola adecuación de la conducta a lo ordenado por 
la norma. Por el contrario, en el ejemplo del reciclaje de residuos la eficacia y 
la efectividad se presentan en forma diacrónica (dado que un alto porcentaje 

9  Véase Fernández Blanco, 2023b.
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de la población ha separado consistentemente el plástico de otros residuos se 
ha reducido la contaminación por plástico en la zona Z en un porcentaje X)

La efectividad absoluta (en el sentido de alcanzar por completo los re-
sultados esperados) es muy difícil de conseguir y algo similar ocurre con la 
eficacia. Por lo tanto, es importante tener en cuenta que, aun cuando se haga 
referencia a normas eficaces y/o efectivas siempre se estará realizando una 
evaluación sobre la consecución de ciertos grados estadísticos aceptables de 
eficacia y efectividad (y lo mismo ocurre para el caso contrario, es decir, cuan-
do se hace referencia a normas ineficaces o inefectivas). Se debe aclarar que es 
posible asignar distintos grados de eficacia a una norma a nivel estadístico o 
agregativo, sin embargo, a nivel individual (o caso a caso) la norma se cumple 
o no se cumple y no es posible identificar diferentes grados de cumplimiento 
como sí lo es a nivel agregativo. Por ejemplo, si una persona publica un artícu-
lo periodístico negando la existencia del sistema de campos de concentración 
de Auschwitz, la norma que prohíbe el negacionismo sería ineficaz en ese caso 
concreto, aunque no lo sea a nivel agregativo o estadístico (la mayoría de las 
personas no niegan públicamente el holocausto).

1.2.  EFICACIA, EFECTIVIDAD Y POLÍTICAS PÚBLICAS

La noción y el estudio de las políticas públicas, al menos tal como se las 
entenderá en este trabajo, no es demasiado antigua. Como explican Subirats 
y sus coautores, es recién a partir de la década de 1930 y sobre todo a partir de 
los años cincuenta del siglo pasado, con el desarrollo del Estado de bienestar, 
que el sector público empezó a plantear intervenciones directas y puntuales 
ante problemas concretos (Subirats et al., 2012: 39).

Dado que, casi siempre, las políticas públicas se adoptan por medio de 
normas generales  10, el estudio de la eficacia y la efectividad de esas normas 
resulta relevante y ha sido omitido por la mayoría de los estudios sobre el 
tema. Propondré a continuación una posible definición de «política pública» 
y sus elementos esenciales; luego introduciré, de manera genérica la relación 
entre eficacia y efectividad de las normas y el éxito de las políticas públicas.

1.2.1.  ¿Qué es una política pública?

Las políticas públicas como todo objeto de estudio complejo presentan la 
dificultad de encontrar una definición aproximativa que cuente con algún gra-

10  Hay casos esporádicos de creación e implementación de políticas públicas a través de senten-
cias judiciales, pero justamente por su baja frecuencia no serán de interés para este trabajo y, además, 
en general, luego de esas sentencias se dictan normas generales para su implementación.
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do consenso. La idea que seguiré es la de asumir una aproximación a las po-
líticas públicas que no sea demasiado general y que nos permita, por lo tanto, 
diferenciar este concepto de otro tipo (o de cualquier tipo) de intervenciones 
o decisiones gubernamentales o legislaciones  11.

Con algunas reservas que luego se expondrán, seguiré a Subirats, Knoep-
fel, Larrue y Varone (2012) en la aproximación al concepto de políticas 
públicas. De acuerdo con estos autores las políticas públicas se tratan de:

Una serie de decisiones o de acciones, intencionalmente coherentes, to-
madas por diferentes actores públicos y a veces no públicos —cuyos recursos, 
nexos institucionales, e intereses varían— a fin de resolver de manera puntual 
un problema políticamente definido como colectivo. Este conjunto de deci-
siones y acciones da lugar a actos formales, con un grado de obligatoriedad 
variable, tendentes a modificar la conducta de grupos sociales que, se supone 
originaron el problema colectivo a resolver (grupos-objetivo), en el interés de 
grupos sociales que padecen los efectos negativos del problema en cuestión 
(beneficiarios finales) (Subirats et al., 2012: 38).

Continúan explicando los autores que los resultados deseados dependerán 
de un conjunto de decisiones complejas que se encadenan del centro a la peri-
feria y que incorpora las decisiones correspondientes a todas y cada una de las 
etapas de la acción pública e incluye tanto reglas generales y abstractas (leyes, 
decretos, órdenes, etcétera), como actos individuales y concretos producidos 
durante la ejecución de la política pública (decisiones administrativas, autori-
zaciones, subvenciones, etcétera) (Subirats et al., 2012: 39).

Tengo algunas consideraciones que realizar con respecto a la definición de 
políticas públicas antes transcripta:

a)  Es imprecisa la referencia a un «grado de obligatoriedad variable». 
En efecto, es posible que las políticas públicas incluyan algunas conductas 
obligatorias y otras (generalmente en cabeza de los beneficiarios finales) que 
son potestativas; sin embargo, aquellas conductas que son obligatorias —las 
que, por otra parte, constituyen la mayoría de las conductas necesarias para 
realizar una política pública— no son «variablemente» obligatorias. Jurídica-
mente no es posible sostener esta concepción: las conductas o son obligatorias 
(bajo ciertas circunstancias) o no lo son. Claro que esto puede variar respecto 
a diferentes sujetos o situaciones, pero no hay una posible gradualidad en este 
sentido. Con esta aclaración en mente, sí es interesante que se incorpore la 
idea de que pueden existir en las políticas públicas conductas no obligatorias, 
como dije, generalmente en cabeza de los beneficiarios finales (v.gr. los poten-

11  Una concepción bastante difundida pero demasiado amplia es la de Peters, que define a las 
políticas públicas como «el conjunto de actividades de las instituciones de gobierno, actuando directa-
mente o a través de agentes, y que van dirigidas a tener una influencia determinada sobre la vida de los 
ciudadanos» (Peters, 1982). El problema de estas aproximaciones es que finalmente resultan confun-
didos los conceptos de política pública y legislación en sentido amplio.
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ciales beneficiarios de un programa vacunación pueden optar por aplicarse la 
vacuna o no hacerlo en los países en donde la vacunación no es obligatoria).

b)  La segunda objeción que plantearé a la definición de Subirats y sus 
coautores es conceptual: no parece una característica universal de las políticas 
públicas que las soluciones de los problemas colectivos requieran necesaria-
mente de la modificación de la conducta de los grupos sociales a los que 
se atribuye el origen de los problemas que se quieren corregir. En primer 
lugar, no siempre es posible identificar un grupo social al que supuestamente 
atribuir el origen del problema social. ¿Cómo determinar, por ejemplo, qué 
grupo social es el que origina problemas tan amplios como la pobreza o el 
fracaso escolar? En segundo término, hay problemas sociales que no depen-
den necesariamente de la actividad de un grupo identificado o identificable y 
que pueden provenir de causas naturales como inundaciones, sequías, terre-
motos, pandemias, etcétera. En otras ocasiones es el contexto internacional 
el que promueve la aparición de un problema social y, en estos casos, las 
políticas públicas pueden no tener la capacidad de modificar conductas de 
grupos sociales, aunque pueden solucionar el problema de otra forma (v.gr. 
redistribuyendo recursos).

c)  Además, aunque el grupo social originador del problema esté identi-
ficado o sea identificable, no siempre se requiere respecto de ese grupo una 
modificación de conducta, aunque sí es posible, en ocasiones, encontrar que 
los costes (no necesariamente económicos) de la política pública puedan re-
caer sobre ese grupo. Esto último no excluye, sin embargo, la posibilidad de 
que los costes de esa política sean distribuidos de manera más amplia entre 
toda la sociedad y que recaigan parcialmente, incluso, en los beneficiarios de 
la política pública.

d)  Finalmente, pareciera que las políticas públicas pueden implementar-
se con el propósito no solo de resolver problemas colectivos sino también de 
prevenir su aparición.

Conjugando la definición inicial con las críticas y apreciaciones expues-
tas, propongo reformular la aproximación a la definición de qué es una política 
pública o qué elementos componen una política pública. Lo haré, sin embargo, 
desde una perspectiva jurídica. Así, una política pública puede ser entendida 
jurídicamente como comprensiva de los siguientes elementos:

—  Una serie de decisiones y/o de acciones, intencionalmente coheren-
tes, tomadas por diferentes actores, públicos y a veces no públicos, tanto lo-
cales como globales.

—  Que tiene como propósito u objetivo resolver o prevenir la aparición de 
un problema específico políticamente definido como colectivo.

—  Que se implementa a través de reglas generales y abstractas (nor-
mas jurídicas de carácter general) que establecen obligaciones y prohibiciones 
principalmente. La mayor parte de los sujetos destinatarios de esas normas 
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suelen ser empleados o funcionarios del Estado (de aquí en adelante me refe-
riré a todos los actores estatales como agentes estatales) o terceros a los que 
el Estado asigna funciones en la política pública (un contratista en una obra 
pública, un laboratorio proveedor de una vacuna, etcétera). También es posi-
ble que los habitantes o un grupo de ellos sean destinatarios de normas jurídi-
cas que imponen prohibiciones u obligaciones sin ser los beneficiarios finales 
(v.gr., las normas que prohíben fumar en los espacios públicos cerrados: la 
prohibición recae en los fumadores pero los beneficiarios finales son los «no-
fumadores») o que los propios destinatarios finales de la política pública sean 
sujetos de normas que establecen obligaciones o prohibiciones (por ejemplo, 
la obligación de utilizar casco en las motocicletas).

—  Esas normas generales y abstractas pueden también establecer po-
testades, derechos, permisos, etcétera. De este último tipo de normas, que 
identifico como anti— directivas (Shapiro, 2011: 146), son destinatarios ge-
neralmente de manera exclusiva los beneficiarios finales de la política pública 
(pueden vacunarse o no hacerlo, escoger alimentos identificados como saluda-
bles o no hacerlo). También los beneficiarios finales serán sujetos de diversas 
normas técnicas.

—  En el transcurso de la implementación y desarrollo de la política pú-
blica esas normas generales (tanto las prescriptivas como las antidirectivas) 
requerirán de la producción de actos jurídicos (por ejemplo, la celebración de 
contratos entre el Estado y los terceros involucrados en la política pública) y 
muy probablemente del dictado de normas jurídicas no generales (decisiones 
judiciales y administrativas, autorizaciones, excepciones, etcétera).

—  Los beneficiarios finales son aquellas personas que padecen las con-
secuencias negativas del problema que se quiere resolver o que serían afecta-
dos por el problema que se intenta prevenir. Generalmente son grupos sociales 
identificados o identificables, pero en oportunidades es la sociedad en general 
(por ejemplo, en las políticas públicas relativas a la disminución del CO2).

Por otra parte, y para finalizar este punto, podemos pensar en una primera 
vinculación entre normas jurídicas y políticas públicas. Así las normas jurí-
dicas que integran una política pública pueden dictarse con el propósito de 
establecer o promover una política pública antes inexistente (v.gr. aumentar 
los índices de escolaridad, disminuir las barreras para la inversión privada, 
solucionar un problema concreto de salud pública, etcétera); para corregir la 
falta de resultados, los pobres resultados o los resultados no esperados de nor-
mas jurídicas preexistentes que integraban la política pública; o para dejar sin 
efecto una norma o un conjunto de normas por las que se implementó una 
política pública en el pasado. La opción de derogación podría darse en escena-
rios en donde el resultado buscado por las normas ya estuviese cumplido y no 
fuese necesario o fuese ineficiente mantenerlas vigentes, o cuando el resultado 
buscado dejase de tener interés o fuese considerado disvalioso.
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1.2.2. � La importancia de la eficacia en el ámbito  

de las políticas públicas

Las normas jurídicas como elementos esenciales de las políticas públicas 
resultan incuestionables. En este sentido, expresa Pérez Sánchez que las 
normas jurídicas:

[c]onstituyen el único recurso propio y exclusivo del Estado […] desde 
un punto de vista instrumental, es a través de las normas jurídicas que los po-
deres públicos autorizan y establecen las actividades que constituyen las polí-
ticas públicas, al mismo tiempo que limitan la discrecionalidad en la actuación 
del personal político y funcionarial (Pérez Sánchez, 2005: 54).

A pesar de la importancia de las normas jurídicas como «instrumentos», 
«viabilizadoras» o «envases» de la política pública y como límite a las au-
toridades, el análisis de estas ha omitido generalmente todo interés por las 
cuestiones jurídicas, en general y por el análisis de las normas, en particular. 
En efecto, históricamente, los analistas de políticas públicas han priorizado la 
lógica de mercados y el análisis de eficiencia. Desde los años sesenta, el análi-
sis coste-beneficio era clave en muchos círculos (Pérez Sánchez, 2005: 45). 
En los setenta, la Teoría de la Elección Pública se centró en procesos de de-
cisión similares al mercado en ciencias políticas (Pérez Sánchez, 2005: 46) 
y luego los programas universitarios en Estados Unidos se volcaron más en 
cuestiones cuantitativas y fueron dominados por la microeconomía y enfoca-
dos en el ejercicio profesional y el management (Pérez Sánchez, 2005: 48).

Es posible afirmar, sin que parezca demasiado aventurado, que cualquier es-
tudio sobre los resultados de las políticas públicas que omita el análisis del com-
portamiento de los sujetos con relación a lo que las normas disponen (las normas 
que implementan la política pública), tendrá en cierto sentido, una carencia epis-
témica por omitir indagar qué pasó con aquello que constituye uno de los puntos 
de partida fundamentales de la puesta en marcha de la política pública.

El modo en que se articulan las políticas públicas a través de las normas 
jurídicas nos brinda un ámbito para el análisis de la eficacia que resulta particu-
larmente atractivo. Este campo se presenta principalmente respecto del cúmulo 
de normas dirigido a funcionarios, empleados públicos y terceros asignados 
a la implementación o gestión de la política, ya que se trata de normas cuyos 
sujetos normativos son identificados o identificables, numéricamente limitados 
y a los que se imponen conductas mayormente de hacer que se presentan en 
ocasiones particulares. En este contexto es más fácil identificar qué normas son 
aplicables y, por lo tanto, también se facilita el análisis de la eficacia  12.

12  Es de alguna forma el caso opuesto a lo que veremos más adelante como un problema para 
evaluar la eficacia que se ha llamado «la inconmensurabilidad de la obediencia» (Hierro, 2003).
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De acuerdo con Navarro, las normas aplicables forman el rango de sig-
nificación de la propiedad eficacia, esto implica aceptar que el enunciado «la 
norma N es eficaz» carece de valor de veritativo si N no es aplicable. Para 
este enfoque, que el autor denomina «Tesis del Rango de Significación», solo 
bajo la hipótesis de que una norma N sea aplicable las propiedades ineficaz y 
eficaz son conjuntamente exhaustivas (Navarro, 2017: 63). Si una norma N 
se dirige a una clase de sujetos S, entonces todas las acciones ejecutadas por 
sujetos que no son parte del grupo de los S son irrelevantes para la eficacia o 
ineficacia de N (Navarro, 2017: 69). Pero lo más importante es lo que sigue:

[s]upongamos que una norma N prescribe a un sujeto x ejecutar una acción 
A. Aunque un sujeto z ejecute A, este hecho no sería considerado una confir-
mación de la verdad del enunciado de eficacia «N es eficaz». Por el contrario, 
la verdad de «x hace A» es relevante para confirmar la verdad de ese enunciado 
de eficacia (Navarro, 2017: 69).

Por lo tanto, en situaciones en las que la aplicabilidad externa e interna de 
una norma está claramente determinada y resulta relativamente fácil estable-
cer si efectivamente «x hace A» el análisis de la eficacia se vuelve notoriamen-
te más sencillo y significativo.

Se ha señalado, con acierto, que el mundo jurídico suele incurrir en lo que 
se ha bautizado como «falacia normativista», que consiste en considerar que 
todos los problemas y aspectos de los análisis jurídicos (en el campo de la 
argumentación, de la teoría del derecho e incluso en el derecho procesal, por 
ejemplo) se reducen a problemas normativos y se ha omitido casi sistemáti-
camente (aunque ahora empieza a revertirse) el análisis de los hechos (Gon-
zález Lagier, 2003: 17). Pues bien, en el análisis de las políticas públicas 
ocurre lo contrario: los hechos son evaluados de una manera independiente de 
la existencia de las normas que son o debieran ser las «generadoras» de esos 
hechos o las que no han logrado promoverlos. Por eso, detener la mirada en 
lo que ocurre o no ocurre en los hechos tras la implementación de una política 
pública omitiendo mirar al conjunto de normas jurídicas que la generan e im-
plementan es algo así como colocar el carro por delante del caballo.

En los capítulos siguientes me dedicaré a presentar las cuatro versiones 
de eficacia que considero relevantes para el análisis de la efectividad y las 
políticas públicas.
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